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ESPERANZA GALVIS BONILLA, estando dentro del término legal, 
me dirijo a Usted con el fin de presentar alegatos de 
conclusión dentro del Medio de Control de Reparación 
Directa y en los términos ordenados por su Despacho en 
audiencia de pruebas realizada el veintidós (22) de marzo 
de dos mil veinticinco (2025), por lo tanto, este Memorial 
se presente en término. 

 
I. FUNDAMENTO JURÍDICO DE LOS ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

 
A TRANSMILENIO S.A. no se le puede atribuir ninguna 
responsabilidad en el pues está debidamente acreditado que 
este no se dio con ocasión de una acción u omisión 
imputable a mí representada en los términos del artículo 
90 C.P, como se expone: 

 
“La doctrina define el nexo causal como la relación 
necesaria y eficiente entre el hecho generador y el 
daño1. La jurisprudencia agrega que la atribución de 
un resultado y la consecuente declaración de 
responsabilidad por acción u omisión debe derivarse 
obligatoriamente de una relación de causa y efecto. 
Por el contrario, si no es posible encontrar dicha 

 
1 Patiño, Héctor. Responsabilidad Extracontractual y Causales de 
Exoneración, Aproximación a la Jurisprudencia del Consejo de Estado. 
Revista de Derecho Privado No. 14-2008. Universidad Externado de Colombia. 



relación, no puede hablarse de juicio de 
responsabilidad”2. 

 
En este sentido profusa jurisprudencia del Consejo de Estado 
afirma que en todos los casos el nexo causal debe ser 
probado. Mediante la sentencia del 2 de mayo de 2002 dijo: 

 
“El accionante también tiene que demostrar en 
juicio la causalidad adecuada entre el daño 
padecido y la conducta de riesgo imputada al Estado 
mediante prueba directa o indirecta, porque la ley 
no ha señalado en materia de relación causal ni 
presunciones legales respecto de las cuales, 
probado un hecho, el legislador infiera su 
causalidad adecuada, ni tampoco los conocimientos 
del juez sobre la realidad social lo autorizan para 
deducir con certeza el nexo de causalidad eficiente 
y determinante (…)” 

 
En este orden de ideas, y en virtud del principio de 
autorresponsabilidad del derecho probatorio, se deben 
soportar las consecuencias de la inactividad, descuido, 
inclusive de la equivocada actividad probatoria o de la 
imposibilidad absoluta de probar lo improbable, por no 
corresponder a la verdad. 

 
Por lo anterior nos encontramos ante la inexistencia de nexo 
causal o el incumplimiento de un deber legal por parte de 
mi representada que hubiese generado el hecho dañoso. 

 
“Según lo prescrito en el artículo 90 de la 
Constitución, la cláusula general de la 
responsabilidad extracontractual del Estado3 tiene 

 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera. Sentencia del 2 de mayo de 2002, Exp. 
13477. 
3 “Hasta la Constitución de 1991, no existía en la Constitución ni en la 
ley una cláusula general expresa sobre la responsabilidad patrimonial del 
Estado. Sin embargo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia y, 
en especial, del Consejo de Estado encontraron en diversas normas de la 
constitución derogada –en especial en el artículo 16- los fundamentos 



como fundamento la determinación de un daño 
antijurídico causado a un administrado, y la 
imputación del mismo a la administración pública4 
tanto por la acción, como por la omisión de un deber 
normativo5, argumentación que la Sala Plena de la 
Sección Tercera acogió al unificar la jurisprudencia 
en las sentencias de 19 de abril de 20126 y de 23 de 
agosto de 20127. 

 
6.3.- En cuanto a la imputación exige analizar dos 

 

constitucionales de esa responsabilidad estatal y plantearon, en particular 
en el campo extracontractual, la existencia de diversos regímenes de 
responsabilidad, como la falla en el servicio, el régimen de riesgo o el 
de daño especial. Por el contrario, la actual Constitución reconoce 
expresamente la responsabilidad patrimonial del Estado”. Corte 
Constitucional, sentencia C-864 de 2004. Puede verse también: Corte 
Constitucional, sentencia C-037 de 2003. 
4 Conforme a lo establecido en el artículo 90 de la Carta Política “los 
elementos indispensables para imputar la responsabilidad al estado son: a) 
el daño antijurídico y b) la imputabilidad del Estado”. Sentencia de 21 de 
octubre de 1999, Exps.10948-11643. Es, pues “menester, que además de 
constatar la antijuridicidad del [daño], el juzgador elabore un juicio de 
imputabilidad que le permita encontrar un título jurídico distinto de la 
simple causalidad material que legitime la decisión; vale decir, ‘la 
imputatio juris’ además de la ‘imputatio facti’”. Sentencia de 13 de julio 
de 1993. En el precedente jurisprudencial constitucional se sostiene: “En 
efecto, el artículo de la Carta señala que para que el Estado deba 
responder, basta que exista un daño antijurídico que sea imputable a una 
autoridad pública. Por ello, como lo ha reiterado esta Corte, esta 
responsabilidad se configura “siempre y cuando: i) ocurra un daño 
antijurídico o lesión, ii) éste sea imputable a la acción u omisión de un 
ente público”. Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002; C-918 de 
2002. 
5 “Toda acción administrativa concreta, si quiere tenerse la certeza de que 
realmente se trata de una acción administrativa, deberá ser examinada desde 
el punto de vista de su relación con el orden jurídico. Sólo en la medida 
en que pueda ser referida a un precepto jurídico o, partiendo del precepto 
jurídico, se pueda derivar de él, se manifiesta esa acción como función 
jurídica, como aplicación del derecho y, debido a la circunstancia de que 
ese precepto jurídico tiene que ser aplicado por un órgano administrativo, 
se muestra como acción administrativa. Si una acción que pretende 
presentarse como acción administrativa no puede ser legitimada por un 
precepto jurídico que prevé semejante acción, no podrá ser comprendida como 
acción del Estado”. MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho 
administrativo. México, Edinal, 1975, pp.212 y 213. 
6 Sección Tercera, sentencia 19 de abril de 2012, expediente 21515. Pon. 
Hernán Andrade Rincón. 
7 Sección Tercera, sentencia 23 de agosto de 2012, expediente 23492. Pon. 
Hernán Andrade Rincón. 



esferas: a) el ámbito fáctico, y; b) la imputación 
jurídica8, en la que se debe determinar la atribución 
conforme a un deber jurídico (que opera conforme a 
los distintos títulos de imputación consolidados en 
el precedente de la Sala: falla o falta en la 
prestación del servicio –simple, presunta y probada- 
; daño especial –desequilibrio de las cargas 
públicas, daño anormal-; riesgo excepcional). 
Adicionalmente, resulta relevante tener en cuenta 
los aspectos de la teoría de la imputación objetiva 
de la responsabilidad patrimonial del Estado. 

 
Precisamente, en la jurisprudencia constitucional se 
sostiene, que la “superioridad jerárquica de las 
normas constitucionales impide al legislador diseñar 
un sistema de responsabilidad subjetiva para el 
resarcimiento de los daños antijurídicos que son 
producto de tales relaciones sustanciales o 
materiales que se dan entre los entes públicos y los 
administrados. La responsabilidad objetiva en el 
terreno de esas relaciones sustanciales es un 
imperativo constitucional, no sólo por la norma 
expresa que así lo define, sino también porque los 
principios y valores que fundamentan la construcción 
del Estado según la cláusula social así lo exigen”9. 

 
6.4.- Sin duda, en la actualidad todo régimen de 
responsabilidad patrimonial del Estado exige la 
afirmación del principio de imputabilidad10, según el 

 

8 “La imputación depende, pues, tanto de elementos subjetivos como 
objetivos”. SANCHEZ MORON, Miguel. Derecho administrativo. Parte general., 
ob., cit., p.927. 
9 Corte Constitucional, sentencia C-043 de 2004. 
10 En los términos de Kant, dicha imputación se entiende: “Imputación 
(imputatio) en sentido moral es el juicio por medio del cual alguien es 
considerado como autor (causa libera) de una acción, que entonces se llama 
acto (factum) y está sometida a leyes; si el juicio lleva consigo a la vez 
las consecuencias jurídicas del acto, es una imputación judicial (imputatio 
iudiciaria), en caso contrario, sólo una imputación dictaminadora 
(imputatio diiudicatoria)”. KANT, I. La metafísica de las costumbres. 
Madrid, Alianza, 1989, p.35. En nuestro precedente jurisprudencial 
constitucional se sostiene: “La jurisprudencia nacional ha recabado en ello 
al sentar la tesis de que la base de la responsabilidad patrimonial del 
Estado la constituye la imputabilidad del daño. En efecto, con fundamento 
en la jurisprudencia del Consejo de Estado, la Corte Constitucional ha 
sostenido que la responsabilidad patrimonial del Estado y de las demás 
personas jurídicas públicas se deriva de la imputabilidad del perjuicio a 



cual, la indemnización del daño antijurídico cabe 
achacarla al Estado cuando haya el sustento fáctico 
y la atribución jurídica11. Debe quedar claro, que el 
derecho no puede apartarse de las “estructuras reales 
si quiere tener alguna eficacia sobre las mismas”12. 

 
6.5.- En cuanto a esto, cabe precisar que la 
tendencia de la responsabilidad del Estado en la 
actualidad está marcada por la imputación objetiva 
que “parte de los límites de lo previsible por una 
persona prudente a la hora de adoptar las 
decisiones”13. Siendo esto así, la imputación 
objetiva implica la “atribución”, lo que denota en 
lenguaje filosófico-jurídico una prescripción, más 
que una descripción. Luego, la contribución que nos 
ofrece la imputación objetiva, cuando hay lugar a su 
aplicación, es la de rechazar la simple averiguación 
descriptiva, instrumental y empírica de “cuando un 

 

una de ellas, lo cual impide extenderla a la conducta de los particulares 
o a las acciones u omisiones que tengan lugar por fuera del ámbito de la 
administración pública”. Corte Constitucional, sentencia C-254 de 2003. 
11 El “otro principio de responsabilidad patrimonial del Estado es el de 
imputabilidad. De conformidad con éste, la indemnización del daño 
antijurídico le corresponde al estado cuando exista título jurídico de 
atribución, es decir, cuando de la voluntad del constituyente o del 
legislador pueda deducirse que la acción u omisión de una autoridad pública 
compromete al Estado con sus resultados”. Corte Constitucional, sentencia 
C-254 de 2003. 
12 “Tenía razón Welzel al considerar que el Derecho debe respetar estructuras 
antropológicas como la capacidad de anticipación mental de objetivos cuando 
se dirige al hombre mediante normas. Desde luego, si el ser humano no 
tuviera capacidad de adoptar o dejar de adoptar decisiones teniendo en 
cuenta motivos normativos, sería inútil tratar de influir en el 
comportamiento humano mediante normas prohibitivas o preceptivas”. MIR 
PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en el 
derecho penal”, en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 05- 
05-2003 [http://criminet.urg.es/recpc], pp.6 y 7. 
13 “El Derecho se dirige a hombre y no a adivinos. Declarar típica toda 
acción que produzca un resultado dañoso, aun cuando éste fuese imprevisible, 
significaría que la ley no tiene en cuenta para nada la naturaleza de sus 
destinatarios; pues una característica del hombre es precisamente la de que 
no puede prever más que muy limitadamente las consecuencias condicionadas 
por sus actos. Vincular un juicio de valor negativo (el de antijuridicidad) 
a la producción de un resultado que el hombre prudente no puede prever 
sería desconocer la naturaleza de las cosas (más concretamente): la 
naturaleza del hombre”. GIMBERNAT ORDEIG, E. Delitos cualificados por el 
resultado y relación de causalidad. Madrid, 1990, pp.77 ss. 

http://criminet.urg.es/recpc


resultado lesivo es verdaderamente obra del autor de 
una determinada conducta”14. 

 
6.8.- En ese sentido, la jurisprudencia 
constitucional indica que “el núcleo de la imputación 
no gira en torno a la pregunta acerca de si el hecho 
era evitable o cognoscible. Primero hay que 
determinar si el sujeto era competente para desplegar 
los deberes de seguridad o de protección15 frente a 
determinados bienes jurídicos con respecto a ciertos 
riesgos, para luego contestar si el suceso era 
evitable y cognoscible16. 

 
La muerte no le es imputable a pesar de la 
evitabilidad y el conocimiento. En efecto, si no 
tiene una posición de garante porque él no ha creado 
el riesgo para los bienes jurídicos, ni tampoco tiene 
una obligación institucional de donde surja un deber 
concreto de evitar el resultado mediante una acción 
de salvamento, el resultado no le es atribuible. 

 
6.11.- Debe plantearse un juicio de imputación en el 
que demostrado el daño antijurídico, deba analizarse 
la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: 
peligro, amenaza y daño. 

 
En concreto, la atribución jurídica debe exigir la 
motivación razonada, sin fijar un solo título de 
imputación en el que deba encuadrarse la 
responsabilidad extracontractual del Estado17, sino 

 

14 MIR PUIG, Santiago. “Significado y alcance de la imputación objetiva en 
el derecho penal”, ob., cit., p.7. 
15 Deberes de protección que es “una consecuencia de la obligación general 
de garantía que deben cumplir las autoridades públicas y se colige 
claramente de los artículos 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que 
regulan el derecho a disponer de un recurso efectivo en caso de violaciones 
a los derechos humanos”. CASAL H, Jesús María. Los derechos humanos y su 
protección. Estudios sobre derechos humanos y derechos fundamentales. 2ª 
ed. Caracas, Universidad Católica Andrés Bello, 2008, p.31. 
16 Cfr. Günther Jakobs. Regressverbot beim Erfolgsdelikt.Zugleich eine 
Untersuchung zum Gruñd der strafrechtlichen Haftung bei Begehung. ZStW 89 
(i977). Págs 1 y ss. 
17 Sección Tercera, sentencias de 19 de abril de 2012, expediente 21515; de 
23 de agosto de 2012, expediente 23492. 



que cabe hacer el proceso de examinar si procede 
encuadrar en la falla en el servicio sustentada en 
la vulneración de deberes normativos18, que en muchas 
ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino que 
se expresan como deberes positivos en los que la 
procura o tutela eficaz de los derechos, bienes e 
intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla 
con la cláusula del Estado Social y Democrático de 
Derecho; en caso de no poder hacer su encuadramiento 
en la falla en el servicio. 

 
6.13.- Además, cabe considerar la influencia que para 
la imputación de la responsabilidad pueda tener el 
principio de precaución, al exigir el estudiarla 
desde tres escenarios: peligro, amenaza y daño. Sin 
duda, el principio de precaución introduce elementos 
que pueden afectar en el ámbito fáctico el análisis 
de la causalidad (finalidad prospectiva de la 
causalidad19), ateniendo a los criterios de la 

 
18 Merkl ya lo señaló: “El hombre jurídicamente puede hacer todo lo que no 
le sea prohibido expresamente por el derecho; el órgano, en fin de cuentas, 
el estado, puede hacer solamente aquello que expresamente el derecho le 
permite, esto es, lo que cae dentro de su competencia. En este aspecto el 
derecho administrativo se presenta como una suma de preceptos jurídicos que 
hacen posible que determinadas actividades humanas se atribuyan a los 
órganos administrativos y, en último extremo, al estado administrador u 
otros complejos orgánicos, como puntos finales de la atribución. El derecho 
administrativo no es sólo la conditio sine qua non, sino condijo per quam 
de la administración”. MERKL, Adolfo. Teoría general del derecho 
administrativo. México, Edinal, 1975, p.211. Para Martín Rebollo: “Un 
sistema de responsabilidad muy amplio presupone un estándar medio alto de 
calidad de los servicios. Y si eso no es así en la realidad puede ocurrir 
que el propio sistema de responsabilidad acabe siendo irreal porque no se 
aplique con todas sus consecuencias o se diluya en condenas a ojo, sin 
reglas fijas o casi con el único criterio de que las solicitudes 
indemnizatorias no «parezcan» excesivamente arbitrarias o 
desproporcionadas. Aunque, claro está, lo que sea proporcionado o no, en 
ausencia de referentes externos sobre cómo debe ser y actuar la 
Administración, acaba siendo también una decisión subjetiva. De ahí la 
conveniencia de la existencia de parámetros normativos que señalen cuál es 
el nivel, la pauta o la cota de calidad de los servicios, es decir, el 
elemento comparativo y de cotejo sobre cómo debe ser la Administración”. 
MARTÍN REBOLLO, Luis. “Ayer y hoy de la responsabilidad patrimonial de la 
administración.: Un balance y tres reflexiones”., ob., cit., p.311. 
19 “La finalidad prospectiva del nexo de causalidad resulta de naturaleza 
preventiva de la acción de responsabilidad fundada sobre el principio de 
precaución. El daño no existe todavía, el nexo de causalidad no se ha podido 
realizar, el mismo (…) se trata a la vez de prevenir el daño y al mismo 
tiempo evitar que tal actividad no cause tal daño. La finalidad del nexo 
causal es por tanto prospectiva ya que se busca que el nexo de causalidad 



sociedad moderna donde los riesgos a los que se 
enfrenta el ser humano, la sociedad y que debe 
valorar el juez no pueden reducirse a una concepción 
tradicional superada. 

 
6.14.- La precaución es una acepción que viene del 
latín precautio y se compone del prae (antes) y la 
cautio (guarda, prudencia). En su definición, se 
invoca que el “verbo precavere implica aplicar el 
prae al futuro –lo que esta por venir-, tratándose 
de un ámbito desconocido pese a las leyes de la 
ciencia, incapaces de agotar los recursos de la 
experiencia humana y el verbo cavere que marca la 
atención y la desconfianza”20. Su concreción jurídica 
lleva a comprender a la precaución, 
tradicionalmente, como aquella que es “utilizada 
para caracterizar ciertos actos materiales para 
evitar que se produzca un daño”21. Entendida la 
precaución como principio22, esto es, como 
herramienta de orientación del sistema jurídico23 
“exige tener en cuenta los riesgos que existen en 
ámbitos de la salud y del medio ambiente pese a la 
incertidumbre científica, para prevenir los daños 
que puedan resultar, para salvaguardar ciertos 

 

sin permitir reparar el perjuicio si se anticipa a él (…) Opuesto a una 
responsabilidad reparadora que exigiría un nexo causal a posteriori, la 
responsabilidad preventiva exige en la actualidad un nexo causal a priori, 
es decir un riesgo de causalidad”. BOUTONNET, Mathilde, Le principe de 
précaution en droit de la responsabilité civile, LGDJ, París, 2005, p.560. 
20 BOUTONNET, Mathilde, Le principe de précaution en droit de la 
responsabilité civile, LGDJ, París, 2005, p.3 
21 BOUTONNET, Mathilde, Le principe de précaution en droit de la 
responsabilité civile, ob., cit., p.4. 
22 DWORKIN, Ronald, Taking rights seriously, Cambridge, Harvard University 
Press, 1977, p.24: “el principio es una proposición jurídica que no es 
necesariamente escrita y que da orientaciones generales, a las cuales el 
derecho positivo debe conformarse. Esto implica que no se aplicará según 
la modalidad de “all or nothing”, sino que se limitará a dar al juez una 
razón que milite a favor de un tipo de solución u otro, sin pretender tener 
la apariencia de una norma vinculante”. 
23 SADELEER, Nicolás, “Reflexiones sobre el estatuto jurídico del principio 
de precaución”, en GARCÍA URETA, Agustín (Coord), Estudios de Derecho 
Ambiental Europeo, Lete, Bilbao, 2005, p.270: “entre otras funciones 
encontramos la función de inspiración del legislador, de orientación del 
derecho positivo, de relleno de lagunas, de resolución antinomias, así como 
la función normativa”. 



intereses esenciales ligados más a intereses 
colectivos que a los individuales, de manera que con 
este fin se ofrezca una respuesta proporcionada 
propia a la evitabilidad preocupada de una evaluación 
de riesgos (…) Si subjetivamente, el principio 
implica una actitud a tener frente a un riesgo, 
objetivamente, se dirige directamente a la 
prevención de ciertos daños en ciertas condiciones 
determinadas”24. Luego, la precaución es un principio 
que implica que ante la ausencia, o insuficiencia de 
datos científicos y técnicos25, es conveniente, 
razonable y proporcional adoptar todas aquellas 
medidas que impida o limiten la realización de una 
situación de riesgo (expresada como amenaza 
inminente, irreversible e irremediable) que pueda 
afectar tanto intereses individuales, como 
colectivos (con preferencia estos). 

 
En consideración a lo expuesto, se tiene que el daño alegado 
por el señor JORGE HUMBERTO IBAGUÉ Y OTROS, no resulta 
imputable a mi representada. 

 
Reitero el Acuerdo 04 de 1999 el cual en su artículo 2° 
contempla que en desarrollo de su objeto a la Empresa del 
Transporte del Tercer Milenio Transmilenio S.A. le 
corresponde la gestión, organización y planeación del 
servicio de transporte público masivo urbano de pasajeros en 
el Distrito Capital y su área de influencia, bajo la 
modalidad de transporte terrestre automotor, en las 
condiciones que señalen las autoridades competentes y sus 
propios estatutos. 

Lo anterior aunado al análisis de las funciones que le fueron 

 
24 BOUTONNET, Mathilde, Le principe de précaution en droit de la 
responsabilité civile, ob., cit., p.5. 
25 Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, asunto C-57/96 National 
Farmers Union y otros; asunto C-180/96 Reino Unido c. Comisión; asunto C- 
236/01 Monsanto Agricoltura Italia: “cuando subsistente dudas sobre la 
existencia o alcance de riesgos para la salud de las personas, pueden 
adoptarse medidas de protección sin tener que esperar a que se demuestre 
plenamente la realidad y gravedad de tales riesgos”. 



asignadas en dicho Acuerdo Distrital y en el artículo 14 del 
Decreto 831 de 1999. 

 
Se encuentra ajustado a derecho y a los criterios 
jurisprudenciales sobre la responsabilidad estatal, que 
TRANSMILENIO S.A. no puede ser llamada a responder por la 
causación de un daño al cual no concurrió directa ni 
indirectamente. Y es que la función de control y vigilancia 
que le fue asignada como ente gestor del sistema, como 
reiteradamente se ha expuesto desde la contestación de la 
demanda, no se circunscribe a aspectos diferentes al control 
y administración de la operación técnica necesaria para la 
prestación del servicio público de transporte que realizan 
directamente los concesionarios seleccionados para el 
efecto, la que cumplió a cabalidad. 

 
Examinado el contenido obligacional a cargo de TRANSMILENIO 
S.A se tiene que está constituido por "la gestión, 
organización y planeación del servicio de transporte público 
masivo urbano de pasajeros en el Distrito Capital y su área 
de influencia" se concluye que no es posible configurar falla 
del servicio ninguna imputable a mi representada en el 
ejercicio de sus funciones; pues no se ha prestado el 
servicio de manera ineficiente o inapropiada, sin la 
intensidad y suficiencia que debería haberse prestado que 
configurará una falla del servicio, en lo que a su 
competencia funcional atañe. 
 
Debe precisarse que estamos ante un contrato de transporte 
que se encuentra regulado en los artículos 981 a 999 del 
Código de Comercio y el de transporte de personas en los 
artículos 1.000 a 1007 de la misma obra. En este último, 
la obligación del transportador consiste en conducir a las 
personas que transporta “sanas y salvas al lugar de 
destino” (art. 982-2) y, en virtud de esa obligación, 
responde por todos los daños que sobrevengan al pasajero 
desde el momento en que se haga cargo de éste. (art. 
1003). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Respecto de la responsabilidad del transportador, la Corte 
Suprema de Justicia ha dicho que:  

 
“La responsabilidad por los daños sufridos por los 
pasajeros con ocasión de la ejecución de un contrato 
de transporte, en suma, prescinde por completo del 
elemento de la culpa, sea que se lo examine desde la 
perspectiva de las actividades peligrosas o bien desde 
un punto de vista contractual. (…) Es decir que se 
trata de una verdadera obligación de resultado en la 
que el cumplimiento de los deberes de prudencia no 
exonera al transportador de responsabilidad por las 
lesiones que sufre el pasajero en razón o con ocasión 
de la ejecución del contrato de transporte. De ahí que 
sólo la causa extraña y la culpa exclusiva de la 
víctima eximen de la obligación de indemnizar”1 

 
Como se observa, la obligación que adquiere el transportador 
es de resultado, donde sólo puede exonerarse de 
responsabilidad mediante la prueba de un elemento extraño. No 
puede hablarse de responsabilidad extracontractual, por cuanto 
existe un acuerdo de voluntades en virtud del cual el pasajero 
paga el pasaje que le da el derecho a ser transportado a su 
destino y el transportador recibe el pago con la obligación de 
llevar al pasajero de manera segura. Establecido esto, no cabe 
duda que el daño antijuridico recae en la empresa prestadora 
del servicio, esto es, en la empresa CONSORCIO EXPRESS S.A.S a 
la cual estaba afiliada el vehículo en el que sufrió la lesión 
la demandante y del cual tenía control efectivo2 
 
Como se indicó anteriormente, TRANSMILENIO S.A. no participa 
directamente en la prestación del servicio de transporte de 
pasajeros, no puede responsabilizársele del daño antijuridico, 
pues TRANSMILENIO S.A. se encarga de la gestión, organización 
y planeación del sistema de transporte público masivo urbano 
de pasajeros en el Distrito Capital, entregando en concesión 
el servicio a otras empresas.  
 
 

II. AUSENCIA DE PRUEBA CONTRA TRANSMILENIO S.A. 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 167 del Código 
General del Proceso, “Incumbe a las partes probar el supuesto 
de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que 
ellas persiguen”.  
 
 
 

 
1 CSJ, sentencia SC 780 del 10 de marzo de 2020, rad. 2010-00053-01 
2 Artículo 991 del Código de Comercio.  



En cuanto a la omisión probatoria y el principio de 
autorresponsabilidad de las partes, el Consejo de Estado 3  ha 
señalado:  
 

“Las consecuencias de la omisión probatoria advertida 
en el plenario obedecen a lo dispuesto por el artículo 
177 del C. de P. Civil, de conformidad con el cual 
“[i]ncumbe a las partes probar el supuesto de hecho de 
las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen”, norma que consagra, en estos términos, el 
principio de la carga de la prueba que le indica al 
juez cuál debe ser su decisión cuando en el proceso no 
se acreditan los hechos que constituyen la causa 
petendi de la demanda o de la defensa, según el caso. 
Carga de la prueba sustentada, como ha precisado la 
Sección, en el principio de autoresponsabilidad de las 
partes, que se constituye en requerimiento de conducta 
procesal facultativa exigible a quien le interesa 
sacar avante sus pretensiones y evitar una decisión 
desfavorable. 
 

Sobre la carga de la prueba ha señalado la doctrina:  
 
La noción de la carga ha sido elaborada principalmente 
a base de su diferenciación del concepto de 
obligación; se ha observado acertadamente que mientras 
el incumplimiento de una obligación lleva consigo la 
aplicación de una sanción, el incumplimiento de una 
carga no origina nunca sanción alguna sino simplemente 
un perjuicio para la persona a quien la carga grava 
(…). Esto quiere decir que la carga es meramente la 
consideración del resultado perjudicial que se produce 
por la falta de ejercicio de un derecho subjetivo, es 
el mismo derecho subjetivo sub specie de dicho 
resultado (…). [A]sí, en la prueba interesa, más que 
el derecho de la parte a probar, la carga de esta 
prueba, es decir, las consecuencias que produce la 
falta de ejercicio de tal derecho. 
 
Además, ha manifestado la doctrina que son tres las 
reglas que informan la carga de la prueba, a saber:  
a) Onus probandi incumbit actori, o sea que al 
demandante le incumbe el deber de probar los hechos en 
que funda su acción; b) Reus, in excipiendo, fit 
actor, o sea que el demandado, cuando excepciona o se 
defiende, se convierte en demandante para el efecto de 
tener que probar a su turno los hechos en que funda su 

 
3  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 
veintinueve (29) de octubre de dos mil doce (2012), Exp. N°. 13001-23-31-000-1992-08522-
01(21429), C.P (E): Danilo Rojas Betancourth. 



defensa; y  c) Actore non probante, reus absolvitur, 
es decir que el demandado ha de ser absuelto de los 
cargos o acción del demandante, si éste no logró en el 
proceso probar los hechos constitutivos de su demanda. 
En consideración a lo anterior, bien ha puntualizado 
esta Sección: Si bien el derecho procesal tiene la 
finalidad de ‘servir de instrumento necesario para la 
concreción y efectividad de las normas sustanciales’, 
la Constitución de 1991 ‘lo elevó a rango 
constitucional en su artículo 228, pues son las normas 
procesales probatorias de una especial relevancia ya 
que tal como se repite desde siempre y concreta el 
aforismo romano ‘Idem est non esse aut non probari’, 
igual a no probar es carecer del derecho, pues de poco 
sirve ser titular de una determinada relación jurídica 
u ostentar una precisa calidad de tal orden, si en 
caso de que se pretenda desconocer o discutir o sea 
necesario evidenciarla, no estamos en capacidad de 
acreditar esa titularidad ante quien nos la requiere, 
en cuestiones públicas o privadas”.  
 
Es así como una de las reglas técnicas del derecho 
probatorio es la de la carga de la prueba, la cual 
parte del supuesto de que ‘son los sujetos de derecho 
que intervienen en el proceso sobre los que gravita 
fundamentalmente el deber de procurar que las pruebas 
se practiquen o aporten y por eso que a su iniciativa 
para solicitarlas e interés para llevarlas a efecto se 
atiende de manera primordial. (...) El concepto de 
carga de la prueba es central para entender el porqué 
de ciertas decisiones judiciales, pues en aquellos 
eventos donde la ausencia de pruebas se presenta, no 
puede el juez abstenerse de decidir y es así como se 
impone un fallo en contra de quien tenía radicada la 
carga de la prueba’. Es evidente que nadie mejor que 
el interesado para conocer los medios de prueba que 
deben emplear, con el fin de demostrar los hechos en 
que están fundamentando sus pretensiones. 

 
 
En el presente caso, la parte demandante no probó los 
supuestos fácticos ni jurídicos en los cuales fundamentó la 
acción frente a TRANSMILENIO S.A.  
 
 
 
 
 
 
 



Así como tampoco probó la configuración de los elementos de la 
responsabilidad que se le imputan a TRANSMILENIO S.A., ni 
tampoco nexo causal con el daño reclamado, menos aún la 
posibilidad de atribuir responsabilidad bajo el título de 
imputación objetivo por riesgo excepcional en el ejercicio 
propio de la actividad relacionada con el uso de vehículos 
automotores para el transporte de personal. 
 

III. PETICIÓN. 

Solicitó se denieguen las pretensiones de la demanda, pues 
la parte demandante no probó los supuestos fácticos ni 
jurídicos en los cuales fundamentó la acción, así como 
tampoco probó la configuración de los elementos de la 
responsabilidad que se le imputan a mi representada. 

Por el contrario, se demostró a lo largo de este debate que 
no existe relación de causalidad entre el presunto daño 
alegado por el señor JORGE HUMBERTO IBAGUÉ y TRANSMILENIO 
S.A. razón por la cual no se configuró el elemento de la 
imputación, por ausencia de acción u omisión de mi 
representada, ni tampoco nexo causal con el daño reclamado, 
ante el hecho exclusivo y determinante de un tercero.  
 
 
 
Sin otro particular;  
  
 
 
 
 
ESPERANZA GALVIS BONILLA 
C.C. 46.454.797 de Duitama   
T.P. 158.140 C.S.J



 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


